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                                                                                                           Concepto 5470

Bogotá, D.C., noviembre 14 de 2012
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el inciso 3 del numeral 2 del artículo 74 de la Ley 1437  de 2011.


Demandantes: Paula Andrea Legarda Romero y otro.



Magistrada Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO


Expediente D-9285. 



Concepto 5470
De conformidad con lo previsto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentaron PAULA ANDREA LEGARDA ROMERO y otro, contra el inciso 3 del numeral 2 del artículo 74 de la Ley 1437 de 2011, cuyo texto aparece enseguida con lo demandado en negritas: 
LEY 1437 DE 2011
(enero 18)

Diario Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011

<Rige a partir del 2 de julio de 2012, Art.308>

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

(…)

CAPÍTULO VI.

RECURSOS.

ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, contra los actos definitivos procederán los siguientes recursos: 

1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque. 

2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. 

No habrá apelación de las decisiones de los Ministros, Directores de Departamento Administrativo, superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos. 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial. 

(…)
1. Planteamiento de la demanda.

Los actores consideran que la expresión demandada, al prever que las decisiones administrativas proferidas por los representantes legales y jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial no son apelables, vulnera los artículos 29, 121, 296 y 305.10 Superiores. En una desprolija argumentación dicen que: “Para la conservación y restablecimiento del orden público, los actos y órdenes del Presidente de la República se aplicarán de manera inmediata y de preferencia sobre los de los gobernadores; los actos y órdenes de los gobernadores se aplicarán de igual manera y con los mismos efectos en relación con los alcaldes”, y que es atribución del gobernador “revisar los actos de los concejos municipales y de los alcaldes y, por motivos de inconstitucionalidad e ilegalidad, remitirlos al tribunal competente para que decida sobre su validez”. 
2. Problema jurídico.
Corresponde al Ministerio Público determinar si la expresión acusada, al prever que no serán apelables las decisiones proferidas por los representantes legales y jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial, vulnera los artículos 29, 121, 296 y 305.10 Superiores.

3. Análisis jurídico.
A pesar de la precariedad y desprolijidad de la demanda, en virtud del principio pro actione, se procede a su análisis. La Constitución Política reconoce al legislador un amplio margen de configuración para regular las formas propias de cada proceso. El proceso puede ser administrativo o judicial. Dentro de este margen de configuración, el legislador tiene competencia para expedir leyes, interpretarlas, reformarlas y derogarlas, así como para dictar códigos y modificarlos, siempre que obre conforme a los parámetros que le imponen los valores, principios y derechos reconocidos por la Carta. 

En el caso sub examine, la expresión demandada regula los recursos que proceden contra los actos administrativos, dentro del proceso administrativo. Al referirse al recurso de apelación la ley, acorde con el principio de que el recurso de apelación debe decidirlo el superior jerárquico o funcional de quien dicta el acto, prevé que los actos proferidos por representantes legales y jefes superiores de las entidades y organismos de nivel territorial, que no tienen superior jerárquico o funcional, no son apelables. 
Los actores se empeñan en sostener que dichos actos deben ser apelables, sin mostrar y menos demostrar que las autoridades que los profieren en realidad tienen un superior jerárquico o funcional. En lugar de hacerlo, tratan de presentar al Presidente de la República y a los gobernadores departamentales como superiores funcionales, para lo cual se valen de sendas alusiones a las medidas que se dicten para conservar y restablecer el orden público, y para revisar los actos de los concejos municipales y de los alcaldes. 

Estas alusiones se hacen fuera de contexto y, además, al hacerlas se pasa por alto el principio constitucional de autonomía territorial. Este principio, en armonía con el principio constitucional de república unitaria, implica que las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, dentro de los límites previstos por la Carta y por la ley. El ejercicio de esta autonomía debe hacerse conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, con las autoridades nacionales, conforme a lo previsto en el artículo 288 Superior. 
En vista de la anterior circunstancia no es razonable asumir, como lo hacen los actores, que los representantes legales y jefes superiores de las entidades y organismos de nivel territorial tengan un superior jerárquico o funcional, ante el cual pueda tramitarse el recurso de apelación. Pensar que el Presidente de la República o el gobernador de cada departamento, ostentan tal condición es, por decirlo menos, desafortunado. 
Si bien el Presidente de la República no es un superior funcional o jerárquico, la Carta determina que en materia de orden público sus decisiones vinculan a las autoridades territoriales, en los términos del artículo 296 Superior. Esta circunstancia no afecta el principio de autonomía de las entidades territoriales, sino que es una expresión directa de la competencia prevista en el artículo 189.4, según la cual corresponde al Presidente “Conservar en todo el territorio el orden público y restablecerlo donde fuere turbado”. Así lo reconoce la Corte en la Sentencia C-251 de 2002, al decir: 
81- En efecto, la atribución y responsabilidad en cabeza del Presidente de mantener la estabilidad institucional, implican que en esta materia en concreto, exista una sujeción por parte de alcaldes y gobernadores a las órdenes de aquél. Como lo afirmó la Corte en la sentencia C-032 de 1993, tal hecho no vulnera la descentralización territorial ni la autonomía de las entidades territoriales. Por el contrario, “desarrolla los preceptos superiores la norma legal por cuyo medio se asegura el debido acatamiento a las decisiones del Jefe del Estado y de Gobierno en lo relativo a la conservación y restablecimiento del orden público”. De hecho, es la misma Constitución en su artículo 296 la que prevé que “para la conservación del orden público o para su restablecimiento donde fuere turbado, los actos y órdenes del Presidente de la República se aplicarán de manera inmediata y de preferencia sobre los de los gobernadores; los actos y ordenes de los gobernadores se aplicarán de igual manera y con los mismos efectos en relación con los de los alcaldes”
Si bien el gobernador del departamento puede ejercer un control gubernativo sobre los actos de los concejos y alcaldes, por medio de objeciones u observaciones, conforme al artículo 305.10 Superior, este control no lo convierte per se en el superior jerárquico o funcional de dichas autoridades. Tan es cierta esta circunstancia que el gobernador no puede modificar o revocar el acto administrativo sometido a su control, como sí puede hacerlo el superior jerárquico o funcional, sino que su competencia se limita a revisarlo y, en caso de encontrar que éste es contrario a la Carta o a la ley, enviarlo al tribunal competente para que defina su validez.
4. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLE la expresión: “Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial”, contenida en el inciso tercero del numeral 2 del artículo 74 de la Ley 1437 de 2011, por los aspectos aquí analizados. 
Señores Magistrados,  

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

LJMO/MLOvalleB.
PAGE  
2

[image: image1.png][image: image2.png]